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La investigación enfoca el problema de cobertura de la seguridad social
desde la perspectiva del costo social para las familias y el Estado del no pago
de la porción social del salario, a gran número de trabajadores en nuestro
país. Al asociar este problema con las condiciones específicas de las rela-
ciones laborales, en las distintas ramas de la economía, y el marco actual de
precarización del mercado laboral, se encuentra que los patronos no cumplen
con la porción social del salario en las ramas de actividad económica donde
son permitidas formas de trabajo más precarizadas; los recursos que los
patronos dejan de cotizar, la sociedad tarde o temprano termina asumiéndo-
los, bien sea mediante subsidios del Estado o manejo directo del riesgo y
empobrecimiento de las familias. Se concluye así, la necesidad de construir
políticas en protección social que individualicen soluciones para los secto-
res económicos críticos y fomenten las contribuciones y el trabajo formal en
lugar de extender la asistencia.
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Abstract
The review of social protection allows approaching the problem of social
security coverage, from the perspective of social cost to families and the
rule of non-payment portion of the social wage, a large number of workers in
our country. Link this problem, with the specific conditions of labor relations
in the various branches of the economy, and under current precarious labor
market, which it is: Do not pay the portion of wages in social sectors where
they are permitted forms of work more precarious; those resources that
employers fail to pay contributions, society sooner or later ends assume,
either through spending pocket or direct management of risks by families.
The conclusion is the need to build political protection and social security
that take into account these differences and identify solutions to critical
areas.
Clasificación JEL: J2, J3, J4, J5
1. Introducción
La mirada de la protección social permite enfocar el problema
de cobertura de la seguridad social desde la perspectiva del
costo social para las familias y para el Estado del no pago de
la porción social del salario a gran número de trabajadores
en nuestro país. (Lautier 2005) 2 Este no pago trae como con-
secuencia la desprotección económica de las familias ante
los riesgos de enfermedad, invalidez, vejez o muerte, con la
consiguiente pérdida de activos y de bienestar que ello supo-
ne. Pero como no es posible abandonar a los ciudadanos a su
suerte sin que el Estado se deslegitime (Norton y otros 2001)3,
este termina asumiendo parcialmente dicha protección en
sustitución de los patronos, mediante programas de asisten-
cia social, pero para ello utiliza recursos derivados de
impuestos generales.
El incumplimiento del pago de la porción social del salario por
parte de los patronos, ha sido analizado tradicionalmente por
expertos desde la perspectiva tributaria (o jurídica tributaria),
como un problema de evasión, que por tanto debe ser resuelto
mediante la afinación de sistemas de información y el forta-
lecimiento de los mecanismos de penalización a los evasores,
sin que se haya profundizado sobre la necesaria asociación de
este problema con la condiciones específicas de las relacio-
nes y los contratos laborales en las distintas ramas de la
actividad económica, y con el marco actual de precarización
del mercado laboral. Tal ha sido, igualmente, la visión predo-
minante de la política pública en este tema.
Los resultados de la investigación muestran que los sectores
más críticos, es decir, con mayor porcentaje de asalariados
desprotegidos (sin contrato laboral y contribuciones a la segu-
ridad social) son el agropecuario, construcción y comercio,
restaurantes y hoteles, aunque las ramas de actividad que
más trabajadores tienen en esta condición de desprotección,
en su orden, son: servicios comunitarios y sociales, agrope-
cuaria y comercio, restaurantes y hoteles. Estos últimos, a su
vez, son los sectores que mayores empleos generan. Ante
esta situación surge la pregunta: ¿va en la dirección correcta
una política pública social, que parece consistir en la combi-
nación de medidas punitivas para forzar la cotización, con la
flexibilización en el mercado laboral?
Key Words: Portion social wage, employment relationship, labor flexibility,
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Las cifras señalan que no se paga la porción social del salario
en los sectores donde se presentan y son permitidas social-
mente formas de trabajo más precarias, caracterizadas por
relaciones de trabajo no formales (sin considerar la legalidad o
no de dichas relaciones laborales). En total, lo dejado de pagar
en 2004 por los patronos sólo en salud y pensiones, en relación
con el ingreso de los asalariados, alcanzaba los cinco billones
de pesos, (2% del PIB), dos billones en salud y tres billones en
pensiones, pero con grandes diferencias entre las distintas
ramas de actividad económica. Estos cálculos no incluyen a
los trabajadores definidos como por cuenta propia en las En-
cuestas de Hogares.
Pero lo que los patronos dejan de cotizar en la relación laboral,
la sociedad tarde o temprano acaba asumiéndolo, bien sea por
medio de gasto de bolsillo o manejo directo de los riesgos por
parte de las familias, con los pocos o muchos activos que
posean, o bien mediante los programas asistenciales del Es-
tado (Régimen Subsidiado en Salud o Familias en Acción). En
el primer caso, las familias caen una y otra vez en la trampa de
la pobreza por falta de protección social y, en el segundo, los
subsidios del Estado acaban sustituyendo la obligación patro-
nal y se convierten en un subsidio implícito a los sectores
económicos y a las empresas. Todo esto redunda en una pérdi-
da de bienestar colectivo.
De tal forma que persistir en la flexibilización laboral significa
deteriorar los regímenes contributivos, aumentar la carga de
la sociedad para suplir esa falencia, a través de los impuestos
generales, y deteriorar las prestaciones sociales, porque es-
tas adquieren un carácter asistencial y dejan de ser un derecho
exigible y universal. Adicionalmente, este camino conduce hacia
la inviabilidad financiera de la protección social, si cada vez
son más quienes toman del Sistema (los beneficiarios de los
regímenes asistenciales), en relación con quienes aportan al
Sistema (los cotizantes).
Por otra parte, el estudio abre una primera puerta al mostrar
diferencias importantes en la acumulación de activos de largo
plazo, en las familias cuyo jefe de hogar cuenta con seguridad
social, respecto a familias con similar ingreso donde el jefe de
hogar no cuenta con seguridad social. Al analizar estos activos
fijos, para los distintos grupos de ingreso, se observa una
diferencia relevante entre la posesión o no de activos fijos en
los hogares, con y sin seguridad social, diferencia que es mu-
cho más notoria en los hogares de menores ingresos.
La investigación concluye que las notorias diferencias encon-
tradas en las relaciones laborales y el cumplimiento de las
obligaciones patronales entre las distintas ramas de la activi-
dad económica, evidencian la urgente necesidad de construir
políticas en protección y seguridad social que tomen en cuenta
tales diferencias e individualicen soluciones para los sectores
críticos.
Por otra parte, señala que el efecto económico a largo plazo de
la flexibilización laboral y del no ahorro para el futuro, de una
población que se envejece, debe sopesarse frente al presunto
eficientismo de corto plazo. La desprotección social de la
mayoría de los asalariados significa que la sociedad y el Esta-
do no asumen hoy el costo de la previsión social necesaria
mañana, lo que constituye una forma de embargar el futuro
económico y social. Es necesario, por tanto, sopesar la "efi-
ciencia estática" versus la "eficiencia dinámica" de las
instituciones laborales en la búsqueda del crecimiento econó-
mico sostenido.
El proyecto de investigación tuvo como objetivo general deter-
minar las cuantías ahorradas por las empresas por el no pago
de la porción social del salario2 en las distintas ramas de la
actividad económica, la caracterización de estas empresas
según el número de trabajadores y la caracterización de los
trabajadores y las familias afectadas, por el mayor número de
variables disponibles en las encuestas nacionales, e igual-
mente pretendió lograr una primera estimación del impacto de
esta no protección para la sociedad y el Estado.
2 Término utilizado por Bruno Lautier para agrupar la parte del salario pagada por la
empresa en forma de prestaciones de seguridad social y bienestar social, que a dife-
rencia de la porción pagada en dinero efectivo, es definitiva para proteger a los
trabajadores y sus familias ante los riesgos sobrevinientes, inmediatos y futuros de la
vida, como enfermedad, incapacidad, maternidad, desempleo, invalidez, vejez y muerte
(cesantías o seguro de desempleo), con lo cual se garantizan la estabilidad y continui-
dad del ingreso familiar.FÉLIX MARTÍNEZ
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La metodología se centró en el análisis de las variables dispo-
nibles en las Encuestas de Calidad de Vida y las Encuestas de
Hogares de las últimas décadas y la búsqueda de asociaciones
entre las variables seleccionadas, especialmente en la carac-
terización de las familias afectadas y el gasto directo e indirecto
del Estado para suplir la ausencia de protección y seguridad
social ligadas al trabajo.
2. Antecedentes
¿Seguridad Social o Subsidios? ¿A quién subsidia el Estado? 5
Una revisión cercana al inicio de la Reforma de la Seguridad
Social, con base en la Encuesta Nacional de Calidad de Vida de
1997, resalta de inmediato la importancia de la aproximación
según las características de las empresas. Se observa que la
cobertura del Régimen Contributivo de Seguridad Social en
Salud era muy diferente para las distintas ramas de actividad
económica. Mientras algunas superaban el 80% de afiliación
de sus trabajadores, la mayoría se agrupaba cerca de la media
nacional del 48% y otras, como agropecuaria y construcción,
mostraban la menor afiliación de sus trabajadores al Régimen
Contributivo.
Al revisar la proporción de trabajadores afiliados al Régimen
Contributivo en Salud, en las siguientes encuestas nacionales,
se encuentra que el porcentaje de afiliación entre los ocupa-
análisis la comparación de la cobertura entre las encuestas de
calidad de vida de 1997 y 2003. (Véase Gráfica A.1.)
Es evidente la reducción de la cobertura (en un periodo de
operación plena del Sistema General de Seguridad Social en
Salud) para la mayoría de las ramas de la actividad económica
(aunque la cobertura sobre la población ocupada se recupere
globalmente cuatro puntos respecto a la profunda caída ob-
servada en 2000).
Para mayor comprensión sobre la especificidad de cada sector
de la actividad económica, se puede tomar como ejemplo uno
de comportamiento intermedio, como la construcción. En esta
rama de la actividad económica trabajaban en 2003, según la
ENCV 836.000 personas, de las cuales tan sólo 260.000 se
encontraban afiliadas al Régimen Contributivo, mientras
213.000 aparecían afiliadas al Régimen Subsidiado y 363.000
sin afiliación a ningún régimen.
Las formas de contratación tradicionales de los obreros para
la construcción de vivienda son indirectas (contratista del con-
tratista para alguna de las tareas o etapas de la obra), por lo
que estos trabajadores, (no calificados y pobres en su gran
mayoría), no son afiliados al Régimen Contributivo de seguri-
dad social y su atención corre por cuenta del Estado, bien sea
por medio del Régimen Subsidiado o como vinculados3.
Fuente: Félix Martínez  (2006), Subsidios o Seguridad Social.
Gráfica A.1.
3 "Vinculados" es el nombre que da la Ley 100 a los no
afiliados, quienes deben recibir los servicios en los hospi-
tales públicos, mientras se logra la Cobertura Universal de
la Seguridad Social. Al igual que los afiliados al Régimen
Contributivo o al Subsidiado de Seguridad Social en sa-
lud, los Vinculados son una construcción del Sistema. No
pueden interpretarse simplemente como "no asegurados",
por cuanto a la mayoría de esta población se la excluye
explícitamente del subsidio de salud mediante la aplica-
ción de la encuesta de selección de beneficiarios de
subsidios del Estado "SISBEN", al tiempo que se recortan
los recursos a los hospitales públicos para su atención.
dos desciende globalmente hasta un 40%,
en los resultados de la Encuesta Nacional
de Hogares (ENH) del año 2000, es decir
ocho puntos respecto a la ENCV de 1997.
Pero puesto que este resultado de marzo
de 2000  podría reflejar el efecto de la cri-
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La mayoría de las empresas constructoras de vivienda, dadas
las formas de contratación usuales, no asumen el pago de la
porción social del salario, por lo que estas empresas, o sus
clientes, los compradores de vivienda de distintos estratos,
se benefician indirectamente de estas formas de contratación
y de los subsidios en salud que por vía de la demanda (Régi-
men Subsidiado) o la oferta (Vinculados) otorga el Estado a
estos trabajadores y sus familias. Afiliados al Régimen Subsi-
diado se registran 213.000 ocupados de la rama de la
construcción, lo cual implica que el Estado sustituye a los
patronos en la financiación de la seguridad social.
Por subsidios a la demanda, para cada uno de estos 213.000
trabajadores y sus familiares, el Estado gastó en 2005 aproxi-
madamente 200.000 pesos, es decir 127.800 millones de pesos
en total (estimando dos beneficiarios al menos por cada tra-
bajador afiliado, es decir 639.000 subsidios). Por vía de la oferta,
cuando menos otra cantidad similar, para atender estas fami-
lias en lo no cubierto por el Plan Obligatorio de Salud del Régimen
Subsidiado (POS-S)4  y las familias de gran parte de los 260.000
trabajadores no afiliados. Por supuesto este subsidio no ga-
rantiza la continuidad del ingreso familiar ante la incapacidad,
la invalidez o la muerte. Ni siquiera la atención en salud para
muchas contingencias no incluidas en el POS-S.
2.1 Una mirada a la rama agro-
pecuaria y la población rural
Vida de 1997, una enorme diferencia entre los habitantes urba-
nos y los habitantes rurales, como consecuencia de la escasa
afiliación de los trabajadores rurales y sus familias por parte
de las empresas del sector agropecuario (véase Gráfica
A.5).Efectivamente, el 46.2% de la población urbana se encon-
traba afiliada al Régimen Contributivo, contra apenas un 16.1%
de la población rural.
Como quiera que para 1997 habían transcurrido dos años de
iniciado el Régimen Contributivo, era necesario continuar la
búsqueda mediante la revisión de las cifras de la ENH de mar-
zo de 2000, para observar si la tendencia cambiaba, pero no
fue así. La situación había empeorado, pues para 2000 tan sólo
el 13.4% de la población rural se encontraba afiliada al Régi-
men Contributivo, mientras que a nivel urbano la proporción
había descendido también dos puntos, hasta el 44.1%. Como
este resultado de marzo de 2000 igualmente pudiera reflejar el
efecto de la crisis económica de 1999, se continuó la indaga-
ción en encuestas posteriores.
Al revisar la ENCV de 2003 se confirma que la cobertura del
Régimen Contributivo en la población rural siguió disminuyen-
do tres años y medio después. La cifra se reduce al 12% en
esta tercera evaluación, posterior a la implementación del
SGSSS. Este decrecimiento del Régimen Contributivo debe
observarse junto con el crecimiento del Régimen Subsidiado
en el mismo  periodo (véase Gráfica A.2)5
-
4 El Plan Obligatorio de Salud del Régimen Subsidiado tiene una
cobertura restringida en servicios especializados y hospitalarios
con respecto al Plan Obligatorio de Salud del Régimen Contribu-
tivo y por el se paga a los aseguradores aproximadamente la mitad
del per cápita que el sistema reconoce por una afiliado al Régimen
Contributivo. Recientemente se ha extendido la cobertura con un
plan aún más reducido, que equivale aproximadamente a un
cuarto del seguro completo del Contributivo, en términos de costo
y cobertura.
5 La Encuesta de 1997 presenta una sobreestimación del Régi-
men Subsidiado, pues no preguntaba por la afiliación efectiva al
mismo, sino por la cobertura del SISBEN. Con dicha corrección se
observaría una secuencia continua de crecimiento, junto al de-
crecimiento del Régimen Contributivo.
La cobertura de la afiliación de los trabajadores
al Régimen Contributivo de Seguridad Social en
Salud mostraba, en la Encuesta de Calidad de
Gráfico A.2.
Fuente: Martínez Félix (2006), Subsidios o Seguridad Social.FÉLIX MARTÍNEZ
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Por otra parte, la ENCV de 2003 permite observar, de un total de
767.634 jornaleros o peones del sector rural, cuántos tienen y
no tienen afiliación al Régimen Contributivo de Seguridad So-
cial en Salud. Solamente un 7,8% la tienen. Cabe precisar que
no se consideran entre ellos los 687.628 trabajadores agríco-
las independientes. De una u otra forma, se trata de 712.000
jornaleros o peones del sector rural que no tienen afiliación al
Régimen Contributivo, lo que significa que no tienen derecho a
cobrar una incapacidad laboral, y peor aún, que no tienen afilia-
ción a pensión por vejez o invalidez, y que de ello son
responsables en buena parte más de 40.000 empresas y patro-
nos del sector rural.
En 2005, estos patronos dejaron de pagar al Sistema de Segu-
ridad Social aproximadamente por 700.000 jornaleros, 580.000
pesos anuales en salud (406.000 millones) y 720.000 pesos por
pensiones (504.000 millones), más una pequeña cantidad por
riesgos profesionales. Es decir, un billón de pesos al Sistema
de Seguridad Social. El Estado pagó en su reemplazo 275.000
subsidios de salud para estos trabajadores y cerca del doble
por sus beneficiarios (estimando al menos dos por trabaja-
dor), esto es, aproximadamente 775.000 subsidios de 200.000
pesos, que equivalen a 155.000 millones, y cantidades signifi-
cativas también por otros programas, como Familias en Acción.
Igualmente, se podría señalar que aproximadamente 500.000
familias a las que pertenecen estos jornaleros, no tendrán
garantizado el ingreso del cual derivan la subsistencia en caso
de enfermedad, incapacidad, vejez, invalidez y muerte del tra-
bajador. Sin protección frente a estos riesgos, salvo la reducción
del costo de algunas atenciones por enfermedad que puedan
obtener por la vía del Régimen Subsidiado, sus probabilidades
de acumular activos y salir de la pobreza son nulas. Por el con-
trario, la probabilidad de que estas familias pierdan su ingreso
por causa de estos riesgos y, como consecuencia de la pérdida
del ingreso, pierdan también su esfuerzo y ahorro acumulados
por muchos años, es tan alta al menos como la probabilidad de
hospitalización del jefe de hogar (10% anual promedio nacional).
La crisis familiar que se inicia con la pérdida del ingreso, gene-
rará adicionalmente desacumulación del capital humano y la
pérdida grave de otros activos familiares, situación que con-
denará a estas familias a la pobreza una y otra vez.
En síntesis, los riesgos que conducen ineludiblemente a la
pérdida del ingreso familiar no son cubiertos por el Régimen
Subsidiado de Salud. Las familias no saldrán de la pobreza con
estos subsidios, pues las crisis por pérdida del ingreso serán
repetitivas. Sin la protección de los riesgos que cubre la segu-
ridad social en salud, pensiones y riesgos profesionales, no
tienen asegurada la continuidad del ingreso familiar ni posibi-
lidad real de acumular activos y salir de la pobreza.
Esta forma de reproducción de la pobreza, por el no pago de la
seguridad social o el no pago de la porción social de salario
es, en buena parte, causante de las alarmantes cifras que se
perpetúan en el medio rural.
Cabe preguntar en este punto, por primera vez, si los subsidios
de salud (y otros subsidios) benefician realmente a los traba-
jadores pobres del campo o si realmente quienes acaban siendo
beneficiados con estos subsidios del Estado, son los patronos
que disminuyen el costo de producción y mejoran sus márge-
nes de rentabilidad al incumplir su obligación con la seguridad
social. El sector agropecuario manifiesta abiertamente -a pro-
pósito de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio con
los Estados Unidos-, que no recibe subsidios, pero aquí se
observa un subsidio indirecto, relacionado con el no pago de la
seguridad social de muchas empresas a sus trabajadores,
obligación que parcialmente asume el Estado en sustitución
del patrono, mediante el Régimen Subsidiado.
Es necesario aclarar que las anteriores consideraciones son
independientes de la legalidad o ilegalidad de las formas de
contratación laboral que son hoy práctica común en el sector
agropecuario. El hecho de que la forma de contratación sea
legal o ilegal no cambia el efecto, en términos de desprotec-
ción social de los trabajadores y sus familias y el costo para la
sociedad y el Estado. En ambos casos, se configura el no pago
de la porción social del salario a los trabajadores agrícolas.
El comportamiento de la cobertura de la seguridad social en
sus otros seguros tradicionales, como el seguro de Invalidez,
vejez y muerte, que actualmente manejan el ISS y los Fondos
de Pensiones, resulta aún más crítico según las cifras. Se
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ño de la empresa y por rama de la actividad económica. En
términos globales, la cobertura de pensiones no alcanza un
25% de los trabajadores. Similar situación presenta la cober-
tura de seguridad social frente a riesgos profesionales.
3. Resultados
3.1 Cálculo de las cuantías repre-
sentadas por el no pago por parte
de las empresas de la porción so-
cial del salario en las distintas
ramas de la actividad económica
Para desarrollar este objetivo, se separan en primera instancia
los asalariados de los no asalariados por rama de actividad
económica.
Cuadro 1. Asalariados y no asalariados del total de ocupados
ENH 2004
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de
2004
Los asalariados incluyen a los obreros o empleados de particu-
lares, los obreros y empleados del gobierno, los empleados
domésticos y los  jornaleros. Los no asalariados incluyen en la
clasificación de la Encuesta de Hogares del DANE, trabajadores
por cuenta propia, patronos, trabajadores familiares sin remu-
neración y otros empleados.
La participación de los asalariados sobre el total de la fuerza
laboral creció en Colombia desde el comienzo del siglo hasta
comienzo de los años 80, cuando comenzó a disminuir. La
disminución se torna muy acentuada a partir de los años 90,
con la introducción de la política de flexibilización laboral como
parte de las reformas "pro mercado". (Véase Grafica 1).
La participación de los asalariados sobre el total de la fuerza
laboral presenta una amplia variación en las distintas ramas
de actividad económica, desde el 90,7% en el sector de
Electricidad, Gas y Agua, o el 85.7% en establecimientos fi-
nancieros, hasta un bajísimo 34% en la rama de comercio,
restaurantes y hoteles o 35,1% en la actividad agropecuaria.
La actividad de servicios comunales y sociales presenta el
mayor número de asalariados totales, seguida por comercio,
restaurantes y hoteles, la industria manufacturera y la activi-
dad agropecuaria. En suma, las cifras señalan que precisamente
Gráfica 1
Fuente: Fresneda Oscar. Estructura socio-ocupacional, acumulación de capital, condiciones de vida y desigualdad en Colombia, 1918-2003. Documento
preliminar, noviembre 2007. Universidad Externado de Colombia.FÉLIX MARTÍNEZ
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tres de las cuatro ramas de la actividad económica con mayor
número de trabajadores, son las que muestran menor porcen-
taje de asalariados
En segundo lugar, se diferencian en la investigación, los asala-
riados que tienen contrato formal de trabajo de aquellos que no
lo tienen, en cada rama de la actividad económica. Las ramas
de la actividad económica con mayor número de asalariados
sin contrato escrito son los servicios comunales y sociales, el
comercio y el sector agropecuario. La menor proporción de
trabajadores asalariados sin contrato escrito corresponde a
las ramas de actividad agropecuaria y de la construcción. (Véa-
se Gráfica 2)
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.
Cuadro 2 Asalariados y no asalariados por rama de de actividad económica ECH 2004
En tercer lugar, se revisa la afiliación a la seguridad social
entre los asalariados que tienen o no contrato de trabajo (véa-
se Cuadro 3)
Para los cálculos de aportes a la seguridad social en salud se
considera únicamente el primer grupo del Cuadro 3, por cuanto
los asalariados afiliados al Régimen Contributivo sin contrato
formal de trabajo, pueden ser beneficiarios o aportar como
independientes.
La Gráfica 3 expresa el número de trabajadores asalariados,
por rama de actividad económica, que no cuenta con la doble
condición de contrato formal de trabajo y afiliación al Régimen
Contributivo de Seguridad Social en Salud.
Gráfica 2
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En la Gráfica 4 se muestra el porcentaje de asalariados por
rama de actividad económica que, de igual modo, no cuenta
con la doble condición de contrato formal de trabajo y afilia-
ción al Régimen Contributivo de Seguridad Social en Salud,
doble condición que se establece en la investigación como
protección en salud plena por parte del patrono.
En términos porcentuales, sobre el total de los asalariados sin
la doble condición de contrato formal y afiliación al Régimen
Contributivo, tres ramas de la actividad económica, los servi-
cios comunales y sociales, la actividad agropecuaria y el
comercio, restaurantes y hoteles, prácticamente reúnen las
tres cuartas partes de los trabajadores sin plena protección en
salud por parte de los patronos. Se podría decir, en consonan-
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.
Cuadro 3. Caracterización de los asalariados según contrato y afiliación al SGSSS, por rama de actividad económica. ECH 2004
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.
Gráfica 3FÉLIX MARTÍNEZ
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cia con la OIT, que son muy pocos los "trabajos decentes" que
generan la mayoría de los sectores.
Finalmente, se calcula el porcentaje de asalariados con con-
trato y afiliados al Régimen Contributivo, del total de los
ocupados en cada rama de la actividad económica, lo cual
permite observar que la relación salarial con protección social
es francamente minoritaria
En la Gráfica 5 puede observarse el bajo porcentaje (23%) de
trabajadores asalariados cubiertos por el Régimen Contributi-
vo de Seguridad Social en Salud, del total de los ocupados por
actividad económica, este porcentaje sería más bajo si no se
tienen en cuenta los trabajadores del Gobierno (18,6%)
Gráfica 4
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE ECH, segundo trimestre de 2004.
Gráfica 5
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3.2 Cálculo de las cuantías
aportadas y no aportadas
a la seguridad social con base
en la ECH de 2004
Para este cálculo se dividieron los asalariados en dos grupos:
los que tienen protección del patrono en salud, es decir, que
cuentan con contrato formal de trabajo y afiliación al Régimen
Contributivo en Salud; en el otro grupo los demás asalariados.
Se estimaron para los dos grupos los aportes en salud sobre el
12% del ingreso reportado para 2004. Se entenderán pagados
por los patronos los primeros y no pagados por estos los se-
gundos. El total de lo no pagado se acerca a los dos billones de
pesos. (Véase Cuadro 4)
Igualmente, para el siguiente cálculo se dividieron los asala-
riados en dos grupos, por una parte los que tienen protección
del patrono en pensiones, es decir contrato formal de trabajo y
afiliación al ISS o un fondo de pensiones. En el otro grupo todos
los demás asalariados.
Se estimaron para los dos grupos los aportes en pensiones
sobre el 15% del ingreso reportado para el 2004. Se entende-
rán pagados por los patronos los primeros y no pagados por los
patronos los segundos. El total de lo no pagado en pensiones
supera los tres billones de pesos. (Cuadro 5)
Finalmente, se suman los aportes registrados en los dos cua-
dros anteriores, para no descartar a los trabajadores que puedan
tener afiliación a uno de los seguros, salud o pensiones (véase
Cuadro 6) y se estiman los porcentajes de cumplimiento.
     
3.3 Análisis comparativo de las fa-
milias con y sin seguridad social
El siguiente ejercicio consiste en el cruce de variables disponi-
bles en la ECH que permitan dar una idea acerca de la calidad de
vida de los ocupados con y sin seguridad social. En el ejercicio se
comparan dos grupos hogares: los que tienen jefes de hogar
afiliados al régimen contributivo y los que no tienen. También se
tendrá en cuenta para el análisis la edad del jefe de hogar como
factor determinante. Dos partes componen principalmente esta
caracterización. En la primera se muestran las proporciones de
hogares con hijos en edad escolar según si alguno de ellos está
trabajando o no. En la segunda, se tienen en cuenta los activos
del hogar como la vivienda y otros bienes cuya acumulación
requiere, por lo general, de una acumulación a largo plazo, que
pueden ayudar a la hora de una crisis económica.
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.
Cuadro 4. Asalariados ECH 2004FÉLIX MARTÍNEZ
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De acuerdo con Hugo López (1990), el trabajo independiente no
es otra cosa en Colombia que la terminación de la vida laboral.
Dada la dificultad de las personas mayores de 40 años y aún
más de las mayores de 50 de conseguir trabajo, estos tienden
a desarrollar actividades independientes. Por tanto, se puede
considerar que si en estas etapas de la vida los jefes de hogar
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH segundo trimestre de 2004.
Cuadro 5. Asalariados ECH 2004
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH segundo trimestre de 2004
Cuadro 6. Asalariados ECH 2004
cuentan con afiliación a la seguridad social, es porque han
tendido seguramente un trabajo formal y seguridad social en
los años previos y esta afiliación es una continuidad en forma
dependiente o independiente, y en el caso de personas mayo-
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El Sistema de Protección Social colombiano señala que los
riesgos y, por consiguiente, la vulnerabilidad de la población
frente a las crisis, varían en función de la característica de la
crisis y de los ingresos –y, asociado a ellos, el nivel de acti-
vos– que poseen los hogares antes del  periodo recesivo (crisis
1999-2000, por ejemplo).
Como señala el más reciente Informe de Desarrollo Humano
para Colombia (Misión Social y PNUD, 2001), "la vulnerabilidad
está asociada con la cantidad y calidad de los activos que
controlan los individuos, familias o grupos en el momento de
enfrentar las situaciones críticas. Es decir, se refiere a los
recursos cuya movilización permite el aprovechamiento de las
estructuras de oportunidades existentes en un momento, ya
sea para elevar el nivel de bienestar o para mantenerlo ante
situaciones que lo amenazan".
La educación constituye una inversión en capital humano y, en
esa medida, representa uno de los mecanismos de protección
de la población frente a las crisis. Sin embargo, la última fase
recesiva del país, forzó a un número importante de niños y
jóvenes a retirarse del sistema educativo, particularmente del
nivel de secundaria, como se deriva del análisis de los resulta-
dos de la Encuesta Nacional de Hogares.
La propiedad de la vivienda y el tipo de vivienda son variables
interesantes de observar en los dos grupos de interés, puesto
que es un activo que se acumulan a largo plazo. Sin embargo
estas variables sólo pueden encontrarse en los terceros tri-
mestres de la encuesta, en los cuales no es posible caracterizar
a los ocupados como cotizantes a salud o no.
Se puede observar en el Cuadro 8 la diferencia entre los hoga-
res con jefes no cotizantes a salud y los que si cotizan. La
diferencia porcentual entre estas dos categorías es de 17.35%.
Si el grupo de análisis se cambia a los hogares con hijos de 18
a 23 años, la diferencia es de menor magnitud, comparada con
el de hogares con hijos entre 12 y 17 años (10.22%).
Cuando se comparan las mismas variables, incluyendo los
ingresos de los hogares, se puede observar, en general, que los
hogares de jefes cotizantes tienen menos hijos de 12 a 17 años
trabajando, que los hogares con jefes no cotizantes. Sólo en la
categoría de ingresos más altos se evidencia una diferencia
en esta tendencia (véase Cuadro 9).
Cuadro 9. Hogares con hijos de 12 a 17 años por actividad ocupacional
de los hijos, según condición del jefe de hogar e ingreso del hogar en
salarios mínimos mensuales
Fuente: DANE, ECH. Trimestre II de 2004.
Cuadro 7. Distribución de los hogares según condición del jefe de hogar.
Colombia 2004
Cuadro 8. Hogares con hijos de 12 a 17 años por actividad ocupacional
de los hijos, según condición del jefe de hogar.
Fuente: DANE, ECH. Trimestre II de 2004.
Fuente: DANE, ECH. Trimestre II de 2004.
Igualmente, se revisó la diferencia en activos fijos acumula-
dos a mediano plazo, en hogares con jefes de hogar mayores
de 40 años, según su condición de cotizantes o no a la seguri-
dad social. Si bien esta afiliación es la informada al momento
de la encuesta, es posible suponer que la mayoría de quienes
ostentan tal condición después de los 40 años, la conservaron
de años anteriores.FÉLIX MARTÍNEZ
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Cuadro 10. Distribución de los hogares según tenencia de la vivienda y
edad del jefe de hogar
Al analizar estos activos fijos para los distintos grupos de
ingreso, se observa una diferencia mucho más relevante entre
la posesión o no de activos fijos en los hogares con menores
ingresos. En cuanto a tenencia de vivienda puede observarse
tal resultado (véase Cuadro 12 y Gráfica 6).
Fuente: DANE, ENCV, 2003.
Cuadro 11. Distribución de los hogares según tenencia de automóvil o
motocicleta
Fuente: DANE, ENCV, 2003.
Se observan claras diferencias en los activos que logran acu-
mular los hogares en el mediano y largo plazo y que señalan
progreso económico y social. En los hogares con jefes cotizan-
tes, también es más frecuente encontrar un bien como automóvil
o motocicleta que puede ser vendido en cualquier momento
para sortear situaciones de crisis.
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ENCV, 2003.
Cuadro 12. Distribución de los hogares con vivienda propia o en proceso de pagarla según afiliación
al Régimen Contributivo y rango de ingresos en SMMLV
Fuente: DANE, ENCV, 2003.
Gráfica 6
En cuanto a tenencia de vehículo la diferencia entre hogares
con jefe cotizante y no cotizante también resulta más notoria
en los grupos de menor salario (véase Cuadro 13).
El Departamento Nacional de Planeación estimó para 1997,
la distribución total de las crisis que afectan el ingreso de
las familias, según ciclo de vida y nivel de ingresos (véase
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La distribución confirma por otra parte que el quintil 1 de me-
nores ingresos resulta más afectado por la enfermedad o la
invalidez y el quintil 2 por enfermedad, muerte de algún miem-
bro o fenómenos de alcoholismo y drogadicción. La ausencia
de protección en casos de incapacidad por enfermedad gene-
ral o accidente de trabajo, invalidez y muerte, puede explicar
en un porcentaje importante la dificultad de acumular activos
de largo plazo.
Cuadro 13. Tenencia de vehículo en hogares según condición de afiliación a la seguridad social del jefe del hogar y rango de ingresos en SMMLV
Fuente: DANE, ENCV 2003-
Cuadro 14 . Distribución total de crisis (magnitud) según ciclo de vida e ingresos (%), 1997
Fuente: cálculos Misión Social a partir de la ENCV 1997, en: DNP; (2002).*Este total no suma 100% puesto que no todos los hogares
son susceptibles de la clasificación hecha para ciclo de vida.FÉLIX MARTÍNEZ
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3.4 Estimación del gasto del
Estado mediante programas
substitutos de subsidios y
asistencia social para cubrir
el vacío en protección social
de los trabajadores
Para efectuar dichas estimaciones se seleccionan los asala-
riados con o sin contrato afiliados al Régimen Subsidiado,
1.476.452 según la ENH de 2004 (sobre es-
timaciones a partir del censo de 1993)
(véase Gráfica 7 y Cuadro 15).
Tres ramas de la actividad económica, la
agropecuaria, los servicios y el comercio,
son responsables del 75% de los asalaria-
dos descargados sobre el Régimen
Subsidiado. En términos porcentuales so-
bre el total de los asalariados de cada rama,
la desprotección es mayor por parte de los
patronos y el recargo consecuente sobre el
Estado corresponde a las ramas de activi-
dad agropecuaria, construcción, minas y
canteras y comercio. La mayoría de los asalariados afiliados al
Régimen Subsidiado no cuenta con contrato de trabajo, excep-
to en los establecimientos financieros.
A continuación se calcula el subsidio que recibía en la práctica
cada rama de actividad económica por parte del Estado en 2004,
por los 1.476.452 asalariados afiliados al Régimen Subsidiado,
tomando para el cálculo la Unidad de Capitación del Régimen
Subsidiado ($191.821) en ese mismo año. El subsidio práctico
Cuadro 15. Asalariados que están afiliados al Régimen Subsidiado y costo pagado por el Estado por su afiliación
y la de sus familiares, en 2004 (millones de pesos).
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.
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asciende a 283 mil millones por estos asalariados, pero si se
estiman dos beneficiarios al menos por trabajador en este Régi-
men, la cifra asciende al triple, es decir 850 mil millones
aproximadamente, dinero pagado por el Estado en sustitución de
los patronos. Tres ramas de la actividad económica arrojan la
mayor carga para el Estado en el Régimen Subsidiado, la activi-
dad agropecuaria, los servicios y el comercio (véase Cuadro 15).
En términos porcentuales, al interior de cada rama de la acti-
vidad económica, las que menos porcentaje asumen de sus
asalariados y reciben más subsidios del Estado son la agrope-
cuaria, la construcción, el comercio y la minería. Este dato
orienta de inmediato qué sectores deberían recibir atención
especial y una política de formalización del trabajo, reducción
de costos de la seguridad social y subsidios a la cotización
para evitar la descarga total sobre el Estado. Igualmente, se
puede apreciar que aunque el Estado está asumiendo por vía
del Régimen Subsidiado un 40% de lo no pagado por los patro-
nos en seguridad social de sus asalariados, en algunas ramas
el Estado aporta más del 50% de lo no pagado, como en el caso
de la rama agropecuaria, la construcción y la minería.
Es importante señalar finalmente que los porcentajes pagados
por los patronos por la seguridad social en salud de sus asala-
riados ( 71%), muestra porcentajes superiores en un 23% al
porcentaje de trabajadores asalariados, con contrato de traba-
jo y afiliados al Régimen Contributivo (48.5%) (véase Cuadro
16), lo que demuestra que la no afiliación discrimina en contra
de los trabajadores con menores salarios. La brecha resulta
más notoria en ramas de la actividad económica, como mine-
ría (32,3%), construcción (25%), transportes y comunicaciones
(21,2%) y comercio, restaurantes y hoteles (20,8%).
Por el contrario, las ramas de actividad que menos discrimi-
nan la afiliación en contra de los trabajadores de menores
salarios son las de mayor cobertura, electricidad, gas y agua
(3,2%) y establecimientos financieros (5,9%).
Relación entre aportes de los sectores económicos por Im-
puesto de Renta e IVA y los dineros dejados de pagar por
seguridad social de los asalariados.
Dado que los asalariados por los que no se paga seguridad
social significan en alguna forma externalidades (carga direc-
ta o indirecta para el Estado, para la sociedad, para la economía
y para el país), se puede estimar la carga preliminarmente,
restando de los excedentes económicos que aportan al Estado
las distintas ramas de actividad económica, los dineros deja-
Cuadro 16. Diferencia entre porcentajes de afiliación al Régimen Contributivo de asalariados con contrato de trabajo
y pagos sobre nómina de asalariados por rama de la actividad económica
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.FÉLIX MARTÍNEZ
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dos de pagar en seguridad social (salud y pensiones). (Véase
Cuadro 17). El resultado constituirá un saldo a favor o en con-
tra del Estado.
De inmediato se observa que la rama de actividad agropecua-
ria paga por impuestos de renta e IVA –es decir entrega
excedentes económicos al Estado– un valor muy inferior al
dejado de pagar por la seguridad social de sus asalariados, lo
que significaría, en esta estimación preliminar, un déficit para
el Estado de 800.000 millones de pesos. La siguiente rama de
actividad económica que muestra un saldo crítico es la cons-
trucción, cuyos excedentes económicos trasladados al Estado
son apenas un poco superiores a lo dejado de pagar en seguri-
dad social de sus asalariados.
Gráfica 8
Fuente: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo trimestre de 2004.
Cuadro 17. Valor dejado de pagar en seguridad social por los asalariados, con relación a los impuestos de renta e IVA pagados,
por cada rama de la actividad económica, 2004
Fuente: para impuestos de renta de e IVA DIAN. Para valor dejado de pagar en seguridad social: cálculos del estudio a partir de DANE, ECH, segundo
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Otras actividades con grandes números, en cuanto a seguri-
dad social no pagada de sus asalariados, dejan sin embargo un
saldo positivo para el Estado, por el importante traslado de
excedentes económicos vía impuesto a las ventas, como es el
caso del comercio o la industria manufacturera.
Habría que considerar, adicionalmente, los gastos del Estado
en programas como Familias en Acción o Jóvenes en Acción,
gastos dirigidos a la población más pobre, que coincide en
buena parte con las familias de los trabajadores del campo,
desprotegidas en seguridad social (la pobreza en el campo
colombiano alcanzaba el 79% en 2003) o las familias de los
trabajadores urbanos no calificados, una buena proporción
concentrados en la construcción.
4. Análisis
Como resultado de las transformaciones en el mundo del tra-
bajo y entre ellas la precarización generalizada de la relación
salarial formal, cada vez son menos importantes los aportes
para el financiamiento de los sistemas de protección social,
hecho que ha sido compensado con impuestos de carácter
general pagados por los ciudadanos y, en su defecto, con gasto
de bolsillo por parte de las familias. Esta es la conclusión que
se desprende del trabajo que aquí se presenta.
Históricamente la seguridad social se ha construido sobre la
base de la relación salarial generalizada, puesto que es sobre
dicha relación donde se originan las cotizaciones que finan-
cian el sistema. Sin embargo, con la flexibilización laboral, se
han creado formas de contratación laboral inestables (contra-
tos a término fijo y libertad de despido de trabajadores aun sin
justa causa, pagando una indemnización monetaria), y el ocul-
tamiento de contratos laborales bajo la forma de venta de
servicios, que llevan al deterioro de las contribuciones a la
seguridad social. En la medida en que las contribuciones se
deterioran, y con ello la afiliación a la seguridad social, el vacío
de protección social que se crea debe ser cubierta por el Esta-
do con formas asistenciales.
En América Latina en general, y en Colombia en particular, la
relación laboral no ha sido la forma predominante de regula-
ción del trabajo; No obstante, los avances que se habían logra-
do en este sentido se están debilitando. Por otra parte, con las
reformas a la Seguridad Social se busca que los aportes se
mantengan y se incrementen en los campos en los cuales no
existe una relación salarial formal y estable, resultados que
están por verse. Ejemplo de ello se observa en los cotizantes
denominados trabajadores independientes y similares, sobre
quienes se han venido introduciendo controles para que sus
cotizaciones a la seguridad social se hagan efectivas y de
manera conjunta. Con todo, en Colombia, una proporción muy
importante de trabajadores está (y ha estado) por fuera de
regímenes contributivos de la seguridad social.
La protección social históricamente se ha construido sobre la
base de la relación laboral que permite crear sistemas de se-
guridad social, financiados con las cotizaciones que se derivan
de la relación laboral, y las cifras en Colombia están eviden-
ciando que en la medida en que se debilita el contrato laboral,
disminuye la afiliación a los regímenes contributivos. La con-
trapartida resultante es que el Estado entra a cubrir mediante
formas asistenciales el vacío que se presenta en la seguridad
social, las cuales debe financiar con fuentes distintas a las
cotizaciones, lo que crea una fuerte tensión fiscal.
Hay que tener en cuenta que la presión fiscal se da en un
contexto de gasto (tomando como base las cifras del Presu-
puesto Nacional de 20086) en el cual el servicio de la deuda
pública de la nación alcanza el 60% de los impuestos naciona-
les; el Sistema General de Participaciones (transferencias
territoriales) el 29.4%; el pago de Pensiones7 el 27.5%, y los
gastos de seguridad el 34.5%8; es decir, en el agregado, estos
rubros suman el 151% de los impuestos nacionales, lo que
evidencia la insostenibilidad fiscal del país. Si a este hecho se
suma la tendencia de un sistema de protección social, en el
cual cada vez son menos los que cotizan por la debilidad de la
relación salarial, y son más los que demandan asistencia pú-
blica, el proceso claramente parece avanzar en la dirección
6 Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
7 Diferente al contenido en el Sistema General de Participaciones
8 Ministerio de Defensa, Policía Nacional, Rama Judicial, Fiscalía, Ministerio del Interior.FÉLIX MARTÍNEZ
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errada. El deterioro de la relación salarial tiene efectos sobre
la continuidad de las cotizaciones en los sistemas contributi-
vos. Si se observa la situación de los sistemas de pensiones,
se constata por ejemplo, que del total de los afiliados que
estaban activos9, el 78.5% en 1994, mientras que en 2006 sólo
lo estaba el 39.3%. Inclusive en 1989, antes de la reforma
laboral de 1990 (Ley 50/90), de acuerdo con las cifras Ayala
(1992), el nivel de afiliados activos estaba cercano al 100%.
La crisis de los salarios aumenta en las últimas décadas por el
cambio en los paradigmas tecnológicos. Los sistemas tradi-
cionales de producción industrial se califican en definitiva como
rígidos e inflexibles y de difícil adaptación a los cambios de la
exigencia de los mercados que se marcan desde el consumo y
no desde la producción. Es así como las TIC (Tecnologías de la
información y las comunicaciones) permiten sistemas de con-
trol de la actividad y aun del producto de manera menos
inmediata y directa, menos física y material que la que exige la
producción en cadena y en la planta integrada. El debilitamien-
to de la relación de control conduce a un modelo legal de
desregularización, buscando la flexibilidad o reconfiguración
de la relación laboral. La crisis del desempleo de los años 80
del siglo pasado, atribuida a las rigideces de los sistemas de
producción en serie basada en las grandes unidades industria-
les; los factores técnico-organizativos e institucionales,
sumados a la excesiva intervención de los poderes públicos;
grandes niveles de protección social, así como la presión ejer-
cida por los grupos organizados en los diversos mercados y un
grado insuficiente de innovación, llevó a los países a introducir
el concepto de flexibilización, como una alternativa a los desa-
fíos del nuevo ámbito económico laboral.
A medida que se flexibiliza el mercado laboral se pierde la con-
tinuidad en el contrato laboral y, con ello, la continuidad en los
aportes a la seguridad social. Por eso, en el caso de las pensio-
nes, resultan equivocadas las reformas dirigidas hacia la
flexibilización laboral, combinadas con ajustes paramétricos del
sistema, política que en Colombia se ha seguido al respecto.
Porque los ajustes paramétricos suponen que el problema resi-
de en los factores demográficos, tales como el aumento de la
esperanza de vida y la disminución de la tasa de natalidad, lo
cual hace que los sistemas reciban una carga financiera mayor,
porque disminuye la tasa de ingreso de cotizantes nuevos y au-
menta el tiempo de pago de la pensión. Si bien estos factores no
se pueden desconocer, no constituyen el problema fundamental:
este reside en la baja continuidad en los aportes como resultado
de la precariedad de la relación social, y dicho problema se agra-
va en la medida en que se aumenta la flexibilización laboral,
camino escogido por el Gobierno.
La des-salarización es un fenómeno que se evidencia en las
sociedades contemporáneas, como producto de la transfor-
mación de las relaciones en el mundo del trabajo, las cuales
están acompañadas de un fuerte énfasis en las competencias
generales o el denominado "intelecto general"; las redes infor-
mativas en los esquemas productivos, la deslocalización del
lugar de trabajo, la inexistencia de jornadas de trabajo; todo
esto, en resumen, configuran la ruptura del vínculo laboral.
Tal ruptura se manifiesta bajo diversas formas de subcontrata-
ción, contratación por prestación de servicios (consultorías,
asesorías, proveedores, cooperativas de trabajado asociado,
etc.), utilización de empleo temporal, que en última instancia
significan la sustitución de los contratos de trabajo por contra-
tos comerciales, para escapar de las restricciones de las leyes
laborales (Boltanski y Chiapello 1999, 327). Por tanto, se trata de
la deslegitimación de la base colectiva de los derechos sociales
ligados al trabajo como la seguridad social. Se puede afirmar
que lo que cambia en realidad es la regulación laboral pero no se
trata verdaderamente de la desaparición del trabajo.
El empleo se vuelve inestable, hay  periodos de desempleo,
trabajo temporal o pequeños trabajos, de dependencia de re-
cursos de la asistencia social, en última instancia, "el rebusque·
para la supervivencia. Se pueden encontrar en el mundo del
trabajo situaciones inestables comparables a la experiencia
del desempleo, de manera que hoy día el proceso de descalifi-
cación social no comienza obligatoriamente por el desempleo.
Esta situación lleva hacia la vulnerabilidad económica y hacia
la restricción, al menos potencial, de los derechos sociales,
porque estos al final se fundamentan en la estabilidad del
9 se define inactivo cuando el trabajador o el empleador deja de cotizar seis o más
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empleo y en el carácter colectivo del trabajo (Paugan, 356,
377) (Castel 2003, 45-46).
A consecuencia de la des-salarización, la protección social
también se dirige hacia una crisis financiera en la medida que
la relación salarial formal se flexibiliza e incluso disminuye
(precarización, informalidad, subempleo, etc. ...), pues se pre-
senta una disminución en la base de la cotización (Lautier
2002, 15). De acuerdo con Rosanvallon (1995), nos encontra-
mos en una "deflación social" (déflation sociale) entendida
como "una cantidad creciente de inactivos son tomados a car-
go por un número decreciente de activos", (p. 108).
El pacto político y el conjunto general de subvenciones se han
erosionado de manera progresiva desde los años 80. El primer
síntoma, es el crecimiento de las desigualdades, que se mate-
rializa en la diferencia profunda entre los salarios altos y bajos
y la reducción de la participación de la masa salarial en el valor
agregado en los países desarrollados, según las cifras que en
su momento presenta Rosanvallon (p. 113). El segundo sínto-
ma, es el alza en las tasas de interés real.
En consecuencia, la remuneración a la renta aumenta y la de
los salarios disminuye, como se puede ver en el Cuadro 18
para el caso colombiano. Se aprecia que entre 1999 y 2005 la
participación de la remuneración a los asalariados pasó del
37.3% del PIB al 32.3%, es decir, perdió 5 puntos del PIB en
siete años. El ajuste en los salarios se ha hecho más por la
cantidad que por el nivel salarial, llevando la situación a una
reducción del empleo, traducida en una carga mayor para los
sistemas de protección social en los países en los cuales no
existe seguro de desempleo, o subsidios de ingreso para quie-
nes no perciben un ingreso mínimo10.
Puesto que actualmente el tema de la eficiencia es un proble-
ma de la empresa y el de la solidaridad del Estado, la
transferencia de subsidios que en el pasado se hacía al interior
de la empresa, ahora se hace al exterior de ella, o más exacta-
mente por medio del Estado, que debe asumir los subsidios a
los desempleados, a los pobres, a los que tienen un ingreso
bajo. Esta es la separación entre lo económico y lo social que
menciona Rosanvallon, mientras aumentan las presiones fi-
nancieras sobre el Estado, la base salarial sobre el cual se
cobra la cotización para el soporte de la protección social cada
vez es menor (pp. 113-115).
5. Conclusiones y recomendacio-
nes
Investigar el problema de cobertura de la seguridad social, no
sólo desde la perspectiva de la evasión como ha sido lo tradi-
cional, sino desde la perspectiva del costo social para las
familias y para el Estado del no pago de la porción social del
salario, arroja importantes resultados. En primer lugar, que la
seguridad social está íntimamente ligada a la calidad de la
relación laboral, y que cuánto más débil sea dicha relación,
más débil resulta la afiliación a la seguridad social.
La presente investigación cuantificó el ahorro de cada rama de
la actividad económica en pagos a la seguridad social de sus
asalariados. En total, lo dejado de pagar en 2004 por las em-
presas en los distintos sectores, alcanza los cinco billones de
pesos, dos billones en salud y tres billones en pensiones, pero
con grandes diferencias entre las distintas ramas de actividad
económica.
Las notorias diferencias en las relaciones laborales y en el
cumplimiento de las obligaciones patronales entre las distin-
tas ramas de la actividad económica, evidencian la urgente
necesidad de construir políticas en protección y seguridad so-
cial, que tomen en cuenta tales diferencias e individualicen
soluciones para los sectores críticos, como la agricultura o la
construcción, pero también el transporte y el comercio.
Cuadro 18. Participación de la remuneración de los asalariados
sobre el PIB
Fuente: Banco de la República, Cuentas Nacionales. 10 Como en el caso francés del ingreso mínimo de inserción.FÉLIX MARTÍNEZ
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Por otra parte, la investigación abre una primera puerta al mos-
trar diferencias importantes en la acumulación de activos de
largo plazo, en las familias cuyo jefe de hogar cuenta con segu-
ridad social, respecto a familias con similar ingreso donde el
jefe de hogar no cuenta con seguridad social. Al analizar estos
activos fijos, para los distintos grupos de ingreso, se observa
una diferencia relevante entre la posesión o no de activos fijos
en los hogares con y sin seguridad social, diferencia que es
mucho más notoria en los hogares de menores ingresos.
Por supuesto, sería necesaria una encuesta específica para
estudiar las pérdidas de activos o la dificultad de acumular
activos y el empobrecimiento de las familias con y sin seguri-
dad social completa,11 como consecuencia de distintas crisis
como enfermedad, invalidez, vejez o muerte. Las cifras obte-
nidas preliminarmente llaman a investigar en este campo, para
medir el impacto de la exclusión de la seguridad social sobre
los trabajadores y las familias afectadas. Este enfoque debe
contemplar particularmente el ciclo de vida del trabajador co-
lombiano.
La investigación, por otra parte, permitió aproximarse a la
medición del costo social de las formas de contratación labo-
ral sin seguridad social, en las distintas ramas de la actividad
económica. Si se puede utilizar el término externalidades, como
en los daños generados por la producción al medio ambiente,
se podría medir efectivamente el beneficio social de la activi-
dad económica contra el costo de las externalidades que
genera.
Al evaluar el ahorro que hacen las empresas por el no pago de
la porción social del salario, frente al gasto realizado por el
Estado para cubrir el déficit de seguridad social de estos tra-
bajadores y sus familias, se encuentra que la rama de actividad
agropecuaria deja un saldo negativo absoluto para la sociedad
y el Estado. La actividad económica de la construcción apenas
compensa con sus impuestos el gasto que hace asumir al
Estado por la desprotección social de sus asalariados. Este
hallazgo permite, en consecuencia, confirmar que los subsi-
dios en salud y otros programas sociales se convierten en
realidad en un subsidio indirecto del Estado hacia ciertas acti-
vidades económicas.
Llaman los anteriores resultados a una urgente revisión de las
políticas de protección y seguridad social hacia los trabajado-
res agropecuarios y de la construcción, pues los beneficiados
finalmente por el no pago de la porción social del salario pue-
den ser grandes propietarios agrícolas, compañías
constructoras, en la medida que las empresas obtengan ma-
yor utilidad por no asumir los costos de la seguridad social de
sus trabajadores. Pero también pueden serlo incluso los com-
pradores de vivienda de estratos altos (4, 5 y 6) cuando obtienen
un precio menor de la vivienda por la misma razón.
Como señala Cárdenas (2005), Las pérdidas de bienestar im-
putables a los proyectos de inversión realizados por los agentes
privados, que se relacionan con la exclusión social, la pobreza
y la marginación del ciclo económico, que en adelante serán
denominados costos de exclusión, no han sido explicadas con
suficiencia en cuanto a su origen, ni contabilizadas e imputa-
das a sus generadores en el ciclo económico. El origen de este
fenómeno se da en tanto se contempla el trabajo solo como un
insumo que interviene en la relación tecnológica del sistema
productivo, lo que origina que el ingreso a este llamado «factor
de producción» solo sea involucrado en virtud de su remunera-
ción como tal. De manera general, se puede afirmar que la
responsabilidad social del capital se ha limitado a transferir un
porcentaje de las ganancias obtenidas a la sociedad, vía el
sistema impositivo y proveer la ocupación del trabajo en el
sistema productivo. Sin embargo, no se le pregunta sobre la
eficiencia que imprime al uso de los activos que involucra en
su proceso productivo, ni los efectos en términos de bienestar
vía inclusión o exclusión de ingresos que genera a los poblado-
res de los territorios donde opera. Este error se origina de
concebir a la población solo en tanto término de recurso pro-
ductivo y no involucrar a los individuos en tanto poseedores de
derechos económicos, que se encuentran definidos por fuera
del mercado.
Por supuesto, es posible argumentar que algunas ramas de la
actividad económica como la agropecuaria, si bien no aportan
11 Al menos cubiertos por enfermedad general, maternidad, incapacidad, riesgos pro-
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excedentes económicos al Estado, realizan su aporte en forma
indirecta a la economía y la sociedad, y se constituyen en el
soporte para el resto del funcionamiento social y económico,
razón por la cual la mayoría de los países desarrollados subsi-
dian esta actividad. No obstante, si subsidiar la producción
agropecuaria es una decisión de la sociedad y el Estado, esta
debe ser explícita, para sopesar el beneficio de los subsidios
otorgados a los empresarios versus el beneficio recibido por
los trabajadores del campo, pues no resulta equitativo que se
subsidie ampliamente a los primeros y al mismo tiempo se
mantenga en la miseria, sin derechos ni protección social a los
segundos. De hecho, recientemente el Gobierno ha girado cien-
tos de miles de millones en subsidios a los exportadores
agrícolas afectados por la revaluación de la moneda (hecho
que hace más negativo el balance arrojado en la investigación)
y mantiene otros subsidios y exenciones en el sector.
Igual sucede con la actividad económica de la construcción,
especialmente la construcción de vivienda. Es bien sabido que
este sector ha sido uno de los sectores líderes del desarrollo
económico en Colombia, desde el Plan de Desarrollo 70-7412,
denominado "Las cuatro estrategias": El énfasis en el desarro-
llo urbano, concentrando recursos en la industria edificadora,
tanto de viviendas como de servicios complementarios, es la
primera estrategia que conducirá no solamente a la produc-
ción de bienes esenciales que urgentemente son requeridos
por vasos núcleos sociales, sino que generará gran cantidad
de empleo adicional, que de inmediato contribuirá al ensanche
del mercado interno, elevando el nivel del consumo y facilitan-
do entonces, con su demanda, incrementos en producción
industrial y agrícola del país, sin deterioro en los ingresos rea-
les de los productores.
Explícito o no en los planes de desarrollo consecutivos, los
periodos de mayor crecimiento del PIB en Colombia han sido
jalonados por la construcción desde la década del 70,
curiosamente un sector cuyos trabajadores continúan mayo-
ritariamente sin protección ni seguridad social. Quiere decir
lo anterior que el desarrollo del país se ha apoyado en los
hombros de estos trabajadores y ellos continúan sin los de-
rechos que hoy constituyen el pleno ejercicio de la ciudadanía.
Al mismo tiempo, las crisis económicas han significado repe-
tidas veces la pérdida del empleo de los trabajadores de la
construcción, no calificados en su mayoría.
El cuadro resulta paradójico y cruel, dado el trato que la socie-
dad y el Estado permiten para estos trabajadores de un sector
considerado líder del desarrollo. Más aún si se tiene en cuenta
que "el mercado de las viviendas es fruto de una construcción
social, a la que el Estado contribuye decisivamente mediante
la elaboración de la demanda, a través de la regulación de
créditos especiales (UPAC, UVR), dirigidos a favorecer a los
ciudadanos y a los constructores, exenciones de impuestos,
ayudas estatales para vivienda de interés social, además de
condiciones jurídicas propicias y de valorización. El Estado
define por tanto casi todas las variables en que se basa la
operación del mercado de vivienda, al tiempo que muestra un
desinterés absoluto por la situación de los trabajadores de
este sector. Se podría suponer que todo es parte del mismo
ordenamiento económico y social. Dos caras de la misma
moneda.
¿Por qué es posible que un número muy importante de trabaja-
dores y sus familias en estos sectores no participen de los
derechos sociales que constituyen la plena ciudadanía? El he-
cho de que los jornaleros del campo reciban trato de peones,
de ciudadanos de segunda, de trabajadores sin derechos, es lo
normal en nuestro país. La sociedad y el Estado aceptan implí-
citamente que estos asalariados no tengan derecho a un pago
en la incapacidad o la invalidez o a una pensión por vejez. Igual
sucede con algunos trabajadores urbanos, como los de la cons-
trucción, con trabajadores de la minería o con el servicio
doméstico.
Se tiene, a partir de lo señalado, una apertura investigativa
que, por una parte, puede dar luces a la orientación de la polí-
tica de protección y seguridad social a partir del análisis
detallado del no pago de la porción social del salario, en las
distintas ramas de la actividad económica y, por otra, permite
medir el impacto de la exclusión de la seguridad social sobre
los trabajadores y las familias afectadas, e igualmente lograr
12 Plan Nacional de Desarrollo 1970-1974, Gobierno de Misael Pastrana BorreroFÉLIX MARTÍNEZ
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una primera evaluación del costo de esta no protección para la
sociedad y el Estado.
Esta apertura obliga igualmente a visualizar los efectos a largo
plazo para las familias de los trabajadores colombianos de la
no protección social de millones de asalariados, en una socie-
dad que envejece aceleradamente. El envejecimiento sin ahorro
pensional, sin seguros de invalidez y muerte reducirá seria-
mente los ingresos de las familias colombianas y al no
garantizar estabilidad en el ingreso y consumo de las familias,
frenará sin duda el crecimiento económico.
En Colombia, como en el resto de países, nos encontramos
con una disminución del asalariamiento, de manera que por
esta vía no se puede construir la cobertura universal para la
salud y la seguridad social en general. El aseguramiento como
instrumento para alcanzar una cobertura universal se dio bajo
la condición que el asalariado se extendiera como forma de
relación social dominante, que es la base de la construcción
de un sistema de cotización, y dicho proceso arrastró a otras
categorías sociales tales como artesanos, comerciantes, cam-
pesinos, profesionales independientes, que fue el caso de los
países desarrollados por lo menos hasta la primera mitad de la
década del 70 (Castel 1998, 144-145) (citado por Giraldo 2007).
De tal forma que persistir en la flexibilización laboral significa
deteriorar los regímenes contributivos, con lo cual aumenta la
carga para la sociedad para suplir esa falencia por medio de
impuestos generales, lo cual a su vez lleva a un deterioro de
las prestaciones, porque las prestaciones adquieren un carác-
ter asistencial, y por tanto dejan de ser un derecho exigible y
universal. Igualmente, y especialmente en términos de déficit
de ahorro pensional, cabe preguntar si es sostenible que se
incremente la financiación por vía impuestos generales y se
siga separando la seguridad social del trabajo.
El efecto económico a largo plazo de la flexibilización laboral y
del no ahorro para el futuro, de una población que se envejece,
debe sopesarse frente al presunto eficientismo de corto plazo.
La desprotección social de la mayoría de los asalariados signi-
fica que la sociedad y el Estado no asumen hoy el costo de la
previsión social necesaria de mañana, para de esta forma
embargar el futuro económico y social. Es necesario, por tan-
to, sopesar la "eficiencia estática" versus la "eficiencia
dinámica" de las instituciones laborales para el crecimiento
económico sostenido, según los términos de algunos repre-
sentantes de la escuela regulacionista (Boyer 1992)27
Un camino necesario
La investigación ha demostrado que una norma en protección
y seguridad social igual, para ramas de actividad económica
tan diferentes en su comportamiento laboral, no parece razo-
nable ni ha resultado útil.
Intentar resolver el problema del no pago de la porción social
del salario a través de controles administrativos y sanciones
tiene resultados limitados. Cuando se presenta un fenómeno
de evasión, es porque el costo de la cotización es considerado
lo suficientemente alto por los agentes económicos para co-
rrer el riesgo implícito de incumplir la ley. El costo de ser
sancionado (que depende de la probabilidad de ser descubier-
to) es menor al de la cotización, y a medida que las cotizaciones
son aumentadas, hecho que sucede en la actualidad, la dife-
rencia de costos aumenta, y por tanto los estímulos a la
evasión. Este es un principio económico que siempre se ha
cumplido, por encima de las regulaciones y las sanciones, y
este caso no es la excepción.
La normatividad diferencial, que se hace necesaria, debe to-
mar en cuenta el nivel de negación de derechos, de
formalización de contratos, de continuidad en el trabajo y de
cobertura de la seguridad social en cada rama de la actividad
económica, para estimular la formalización y los derechos de
los trabajadores y sus familias a la seguridad social. Ello pue-
de implicar cambios en las cotizaciones obrero-patronales en
estos sectores críticos o incluso disminución para estimular-
las, o bien regreso a las cotizaciones tripartitas en condiciones
específicas de tamaño de las empresas en activos y número
de trabajadores. Igualmente, es necesario proponer nuevas
formas y mecanismos de mutualización de trabajadores a des-
tajo, así como toda clase de fórmulas imaginativas que
conlleven a lograr la cobertura de los derechos a la seguridad
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nanciamiento adecuado y estable de la seguridad social, que
complemente (y no que sustituya) la protección de origen la-
boral. Claro está, tales propuestas debe ir de la mano con una
política de trabajo decente, de acuerdo con la normatividad de
la OIT que Colombia suscribió.
Las fórmulas deben dirigirse igualmente a lograr el recaudo de
parte de los cinco billones de pesos de 2004 dejados de aportar
en la actualidad por los patronos para estos asalariados. Ello
puede significar que el Estado subsidie parcialmente el costo
de la afiliación a la seguridad social plena de los trabajadores
de cierto tipo de empresas (como las microempresas), y de
algunos sectores económicos (agricultura, construcción), con
la mutualización obligatoria de sus trabajadores. Es preferible
plantear de nuevo la vieja fórmula de la financiación tripartita
en estos casos (es decir, subsidiar parcialmente la cotización
al Régimen Contributivo), que seguir por el camino de des-
responsabilizar totalmente a los patronos y dejar todo el peso
de la seguridad social en manos del Estado. De esta forma, los
trabajadores y sus familias podrán contar con una protección
adecuada que los libere de la trampa de la pobreza.
La alternativa anterior, en lugar de concederles subsidios par-
ciales en salud directamente a los trabajadores y sus familias,
subsidios que no garantizan la estabilidad del ingreso de las
familias por la mínima protección contra el conjunto de los
riesgos de enfermedad, incapacidad, invalidez, vejez y muerte.
Subsidios que en última instancia benefician más a las em-
presas que a los trabajadores y sus familias. Subsidios que los
ratifican como ciudadanos de segunda categoría o ciudadanos
sin derechos, en una economía de mercado, "ciudadanía inver-
tida" o "ciudadanía asistida", (Fleury y Molina 2000), que consiste
en que los ciudadanos plenos deben comprar en el mercado
los bienes sociales, mientras que el Estado remunera el
fracaso social. Esto invierte los parámetros con los que histó-
ricamente se ha construido la ciudadanía social, lo cual nos
debe llevar a repensar con seriedad y responsabilidad las ten-
dencias de nuestro Sistema de Protección Social.
Esta propuesta permitiría adicionalmente aliviar la presión fiscal
sobre los Sistemas de Protección Social, puesto que en lugar
de entregar un seguro de salud financiado un 100% por el
Estado, permitiría recaudar parte de los costos de la seguridad
social a través de cotizaciones y, sobre todo, eliminar el incen-
tivo de la dependencia económica a través de los programas
asistenciales. Igualmente, permitiría generar una cultura de la
cotización y la previsión, es decir de la seguridad social, que es
la única forma de hacer viable la Protección Social a futuro y
garantizar la universalidad. De lo contrario, cada vez serán
más quienes quieran vivir de las ayudas del Estado y menos
quienes consideren que deben contribuir al financiamiento;
cada vez más los que toman y menos los que ponen, hecho que
conduce necesariamente a la inviabilidad financiera y final-
mente política de la Protección Social.
Tal es la perspectiva, de no modificarse el camino asistencia-
lista trazado en la actualidad, especialmente reforzado por la
Ley 1122 que, además de aumentar la responsabilidad del Es-
tado (y disminuir la de los patronos, en consecuencia), ensanchó
la brecha entre los regímenes Contributivo y Subsidiado de
Salud, y la abrió definitivamente entre la seguridad social en
salud y la seguridad social en pensiones o riesgos profesiona-
les. Adicionalmente, los subsidios tienen un carácter
asistencialista, que si bien a corto plazo alivian la situación de
las personas, se convierten a mediano y largo plazo en favores
rodeados de prácticas clientelistas (Rodríguez Oscar 2002),
que sustituyen el derecho a la seguridad social del trabajador y
la familia, derecho que debe estar íntimamente ligado a la
relación laboral.
En síntesis, resulta absurdo pretender que el Estado brinde
seguridad social completa a dos tercios de la población, con
recursos derivados de impuestos generales. Ni los países ri-
cos pueden hacerlo, pues el costo de la seguridad social supera
fácilmente el 20% del PIB. Resultará de esta pretensión una
cobertura tan parcial de la seguridad social como la que pro-
porciona el Régimen Subsidiado en Salud o un esquema de
subsidios de pensiones tan pobre y de baja cobertura como
Prosperar.
Por las razones expuestas, finalmente, cabe señalar que resul-
ta perentorio reabrir el debate nacional sobre los Sistemas de
Protección Social y Seguridad Social, con el propósito de revi-
sar a profundidad sus posibilidades reales de financiaciónFÉLIX MARTÍNEZ
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mediante fuentes desligadas del salario y la relación laboral,
calcular así mismo las implicaciones económicas y sociales a
mediano y largo plazo de la baja cobertura de los regímenes
contributivos, y estimar los efectos de la actual desviación
hacia el asistencialismo. Redibujar las perspectivas posibles,
frente a una población que se envejece a pasos acelerados,
permitirá colocar en justo término el debate entre el asegura-
miento y la asistencia, así como construir alternativas que
garanticen un mejor futuro económico y social para las fami-
lias colombianas y para el país mismo.
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